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Anuncios colegiales (115/2020) de 01-04-2020

MEDIDAS DE APOYO A LOS TRABAJADORES, CONSUMIDORES, FAMILIAS Y COLECTIVOS
VULNERABLES. RD 11/2010 DE 31 DE MARZO

Hoy se ha publicado en el BOE el Real Decreto-ley 11/2020, de 31 de marzo, por el que se
adoptan medidas urgentes complementarias en el ámbito social y económico para hacer frente
al COVID-19 al que puedes acceder pinchando aquí.

El presente RDL entrará en vigor a partir de mañana y mantendrá su vigencia hasta un mes
después del fin de la vigencia de la declaración del estado de alarma. No obstante lo anterior,
aquellas medidas previstas en este real decreto ley que tienen un plazo determinado de
duración se sujetarán al mismo.

Sin perjuicio de lo anterior la vigencia de las medidas previstas en este real decreto-ley, previa
evaluación de la situación, se podrá prorrogar por el Gobierno mediante real decreto-ley.
Disposición final decimotercera.

A modo de resumen, destacan por su importancia las siguientes medidas:

Medidas de apoyo a los trabajadores, consumidores, familias y colectivos vulnerables

Suspensión del procedimiento de desahucio de arrendamiento para uso de viviendas y
de los lanzamientos para hogares vulnerables sin alternativa habitacional.

Para que opere la suspensión, la persona arrendataria deberá acreditar que se encuentra en
alguna de las situaciones de vulnerabilidad económica previstas en el presente real decreto-ley
(art.5), acompañando su escrito de los documentos previstos (art.6). El decreto que fije la
suspensión, en su caso,  señalará expresamente que, transcurrido el plazo fijado, se reanudará
el cómputo de los días o señalará fecha para la vista.

Prórroga extraordinaria de los contratos de arrendamiento de vivienda habitual.

Podrá aplicarse, previa solicitud del arrendatario, una prórroga extraordinaria del plazo del
contrato de arrendamiento por un periodo máximo de seis meses, durante los cuales se
seguirán aplicando los términos y condiciones establecidos para el contrato en vigor. Esta
solicitud de prórroga extraordinaria deberá ser aceptada por el arrendador, salvo que se fijen
otros términos o condiciones por acuerdo entre las partes.

Moratoria de deuda arrendaticia.

La persona arrendataria de un contrato de vivienda habitual podrá solicitar de la persona
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arrendadora cuando esta sea una empresa o entidad pública de vivienda o un gran tenedor,
entendiendo por tal la persona física o jurídica que sea titular de más de diez inmuebles
urbanos, excluyendo garajes y trasteros, o una superficie construida de más de 1.500 m2 , en
el plazo de un mes desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, el aplazamiento temporal
y extraordinario en el pago de la renta, siempre que dicho aplazamiento o la condonación total
o parcial de la misma no se hubiera conseguido ya con carácter voluntario por acuerdo entre
ambas partes.

Podrán concertarse las siguientes alternativas:

a) Una reducción del 50% de la renta arrendaticia durante el tiempo que dure el estado de
alarma decretado por el Gobierno y las mensualidades siguientes si aquel plazo fuera
insuficiente en relación con la situación de vulnerabilidad provocada a causa del COVID-19,
con un máximo en todo caso de cuatro meses.

b) Una moratoria en el pago de la renta arrendaticia.

En el supuesto de que la persona arrendadora no cumpla con los requisitos citados, el
arrendatario que se encuentre en situación de vulnerabilidad económica, podrá solicitar de la
persona arrendadora, en el plazo de un mes desde la entrada en vigor de este Real decreto
Ley el aplazamiento temporal y extraordinario en el pago de la renta salvo acuerdo previo entre
las partes.

Una vez recibida la solicitud, la persona arrendadora comunicará a la arrendataria, en el plazo
máximo de 7 días laborables, las condiciones de aplazamiento o de fraccionamiento aplazado
de la deuda que acepta o, en su defecto, las posibles alternativas que plantea en relación con
las mismas.

Si la persona física arrendadora no aceptare ningún acuerdo sobre el aplazamiento y, en
cualquier caso, cuando la persona arrendataria se encuentre en la situación de vulnerabilidad
sobrevenida referida en el artículo 5, esta podrá tener acceso al programa de ayudas
transitorias de financiación.

Moratoria de deuda hipotecaria

Tendrán tal consideración:

a) La vivienda habitual.

b) Inmuebles afectos a la actividad económica que desarrollen los empresarios y profesionales
a los que se refiere la letra a) del artículo 16.1.

c) Viviendas distintas a la habitual en situación de alquiler y para las que el deudor hipotecario
persona física, propietario y arrendador de dichas viviendas, haya dejado de percibir la renta
arrendaticia desde la entrada en vigor del Estado de alarma decretado por el Real Decreto
463/2020, de 14 de marzo, o deje de percibirla hasta un mes después de la finalización del
mismo.

Suspensión de las obligaciones derivadas de los contratos de crédito sin garantía
hipotecaria.
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Se establecen medidas conducentes a procurar la suspensión temporal de las obligaciones
contractuales derivadas de todo préstamo o crédito sin garantía hipotecaria que estuviera
vigente a la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley, cuando esté contratado por una
persona física que se encuentre en situación de vulnerabilidad económica, en la forma definida
en el artículo 16, como consecuencia de la crisis sanitaria provocada por el COVID-19.

Estas mismas medidas se aplicarán igualmente a los fiadores y avalistas del deudor principal
en los que concurran las circunstancias señaladas en el artículo 16.

Durante el periodo de vigencia de la suspensión:

a) El acreedor no podrá exigir el pago de la cuota, ni de ninguno de los conceptos que la
integran (amortización del capital o pago de intereses), ni íntegramente, ni parcialmente.

b) No se devengarán ningún tipo de intereses, ni ordinarios, ni de demora.

La fecha del vencimiento acordada en el contrato se ampliará, como consecuencia de la
suspensión, por el tiempo de duración de esta, sin modificación alguna del resto de las
condiciones pactadas. Tratándose de bienes o derechos inscribibles se ajustarán a su propia
normativa, de acuerdo con las reglas generales, y lo dispuesto en el apartado segundo del
artículo anterior.

La suspensión en el pago de intereses no será aplicable a deudores o contratos distintos de los
regulados en el presente real decreto-ley.

Garantía de suministro de energía eléctrica, productos derivados del petróleo, gas
natural y agua.

Excepcionalmente, mientras esté en vigor el estado de alarma, no podrá suspenderse el
suministro de energía eléctrica, productos derivados del petróleo, incluidos los gases
manufacturados y los gases licuados del petróleo, gas natural y agua a los consumidores
personas físicas en su vivienda habitual, por motivos distintos a la seguridad del suministro, de
las personas y de las instalaciones, aunque conste dicha posibilidad en los contratos de
suministro o acceso suscritos por los consumidores de conformidad con la normativa sectorial
que les resulte aplicación en cada caso.

Medidas en materia de subvenciones y ayudas públicas.

En los procedimientos de concesión de subvenciones, las órdenes y resoluciones de
convocatoria y concesión de subvenciones y ayudas públicas previstas en el artículo 22.1 de la
Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones, que ya hubieran sido otorgadas
en el momento de la entrada en vigor del Real Decreto 463/2020 podrán ser modificadas para
ampliar los plazos de ejecución de la actividad subvencionada y, en su caso, de justificación y
comprobación de dicha ejecución, aunque no se hubiera contemplado en las correspondientes
bases reguladores. A estos efectos, el órgano competente deberá justificar únicamente la
imposibilidad de realizar la actividad subvencionada durante la vigencia del estado de alarma
así como la insuficiencia del plazo que reste tras su finalización para la realización de la
actividad subvencionada o su justificación o comprobación.
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Ampliación del plazo para recurrir

El cómputo del plazo para interponer recursos en vía administrativa o para instar cualesquiera
otros procedimientos de impugnación, reclamación, conciliación, mediación y arbitraje que los
sustituyan de acuerdo con lo previsto en las Leyes, en cualquier procedimiento del que puedan
derivarse efectos desfavorables o de gravamen para el interesado, se computará desde el día
hábil siguiente a la fecha de finalización de la declaración del estado de alarma, con
independencia del tiempo que hubiera transcurrido desde la notificación de la actuación
administrativa objeto de recurso o impugnación con anterioridad a la declaración del estado de
alarma. Lo anterior se entiende sin perjuicio de la eficacia y ejecutividad del acto administrativo
objeto de recurso o impugnación.

 

 

 

 

 


